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La primera fase en el proceso del diseño de políticas públicas consiste en 
definir y estructurar adecuadamente el problema público que las autori-
dades gubernamentales pretenden intervenir. Esta es una fase decisiva 
porque la definición inicial de un problema tiene una fuerte influencia 
sobre la trayectoria futura de cualquier política pública (Mintrom, 2012). 
Cuando no se define ni estructura de forma adecuada el problema público, 
la política corre los riesgos de establecer objetivos y metas tan vagas y 
ambiguas que son imposibles de medir en el tiempo, diseñar alternativas 
de solución incoherentes e ineficaces para resolver el problema público, 
suscitar confusiones a la hora de implementar la política pública y, por 
último, imposibilitar la evaluación de sus resultados e impactos.

Lo anterior implica que el éxito o fracaso en el diseño de una política 
pública dependerá de, al menos, los siguientes cuatro grandes criterios:

1) Qué tan claro y explícito esté definido el problema público.1

2) La calidad de la información y la evidencia que se utilice para 
justificarlo.

3) Un adecuado establecimiento de su lógica causal.
4) Una estructuración ordenada del problema que lo haga susceptible 

de ser intervenido mediante una política pública.
En este capítulo se explican los criterios del madpp para la fase de 

definición y estructuración del problema público. Su objetivo principal es 
presentarle al lector una guía útil y detallada sobre cómo emprender con 
éxito la primera fase de la formulación de una política pública, evitando 
los escollos más comunes que se presentan en esta. La importancia de esta 
primera fase radica en que, como lo señala Anderson, “elaborar [diseñar] 

1	 De acuerdo con Garraud (2009), “la manera como un problema se construye condiciona 
las formas que son pensables para considerarlo y tratarlo” (p. 61).
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una política no significa únicamente resolver problemas; significa también 
construirlos” (citado en Lascoumes y Le Galès, 2014, p. 77). Esto implica 
que los analistas y formuladores de políticas deben desarrollar un conjunto 
de habilidades que les permitan comprender los factores técnicos, pero 
también políticos, de la formulación de las políticas públicas.

La definición de un problema público

El primer criterio del madpp es el de la definición del problema; este implica 
que cualquier formulador de política pueda responder clara y directamente 
a la pregunta de ¿cuál es el problema público de la política pública? Desde 
el sentido común, se considera que el diseño de políticas públicas pretende 
aprovechar una oportunidad de mejora o solventar alguna situación consi-
derada socialmente como problemática. Sin embargo, el sentido común no 
siempre es acertado porque los problemas públicos no están predefinidos, 
sino que deben ser construidos por el analista de políticas públicas. En otras 
palabras, “los problemas públicos no existen ‘ahí fuera’, no son entidades 
objetivas por derecho propio, sino que son construcciones analíticas” (Dery, 
2000, p. 40).2 Esto significa que los problemas públicos no existen por sí 
mismos, como hechos objetivos de la naturaleza; son más bien construc-
ciones subjetivas de individuos o grupos –formuladores de políticas– que 
evalúan su contexto y lo traducen, en función de sus necesidades e inte-
reses, en problemáticas que requieren la intervención de las autoridades 
gubernamentales (Dunn, 2008; Montecinos, 2007; Peters, 2018).

Por ejemplo, a nivel internacional, durante la revolución industrial de 
mediados del siglo xix el trabajo infantil no era considerado un pro-
blema público como tal, y era común ver a los niños trabajando en las 
fábricas de ciudades como Birmingham o Liverpool en Inglaterra. Sin 
embargo, en el siglo xx esta misma situación empezó a ser juzgada 
como problemática y a ser objeto de intervención por parte del Estado. 
A nivel nacional, la distribución histórica de la tierra para la agricultura 
entre los campesinos y los latifundistas no fue considerado un pro-
blema público hasta principios de los años sesenta del siglo xx con 
el surgimiento de nuevas ideas sobre la reforma agraria en Colombia.  

2	 Las traducciones de los textos en inglés son responsabilidad nuestra.
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A nivel local, el crecimiento del parque automotor en el Valle de Aburrá 
no fue considerado un problema público que requiriera la intervención 
de las autoridades gubernamentales hasta finales del siglo xx y, sobre 
todo, durante el siglo xxi.
Si bien los anteriores ejemplos representan un cambio de opinión o 
percepción generalizado por parte de la sociedad, existen otros temas 
mucho más conflictivos en los que no existe una percepción generaliza-
da, como el aborto, la eutanasia, el porte de armas de fuego o la energía 
nuclear. En estos temas más conflictivos, la construcción del problema 
público puede llevar a la formulación de distintas políticas de acuerdo 
con los valores y las posiciones políticas que se tengan, lo que implica 
que el problema no es igual a los hechos que lo constituyen, sino que 
involucra también las propias condiciones subjetivas y políticas de los 
formuladores de política.

Para que un problema público sea considerado como tal por la socie-
dad y los gobiernos es necesario que un hecho social, con ninguna conno-
tación positiva o negativa, sea transformado en un problema público. Un 
primer momento es la problematización, esto es, la construcción de una 
brecha entre el ser y el deber ser; es decir, entre una situación inicial y una 
situación ideal. De este modo, se toma conciencia sobre la necesidad de 
hacer algo para alcanzar el estado deseado (los objetivos y las metas de 
una política pública). En algunas ocasiones, a pesar de la existencia de 
una situación ideal, esta es imposible de alcanzar porque aún no existen 
los medios físicos o tecnológicos necesarios para lograrla (por ejemplo, la 
descarbonización de la economía). En tales casos, hablamos simplemente 
de condiciones sociales con las que, gústenos o no, debemos vivir.

Un ejemplo de esas condiciones sociales es el siguiente: “[Antes de] 
que el Dr. Jonas Salk y otros científicos [desarrollaran] la vacuna con-
tra la poliomielitis, millones de niños y sus padres vivían con miedo 
a esta enfermedad paralizante. Sin la vacuna antipoliomielítica, esta 
enfermedad parecía ser una condición social sobre la que poco se podía 
hacer [...]. Pero la poliomielitis se convirtió en un problema mucho más 
manejable una vez que la vacuna contra la polio estuvo disponible. Los 
gobiernos –en particular, los funcionarios de salud pública– respondie-
ron alentando o proporcionando directamente la vacuna contra la polio 
a los niños” (Birkland, 2015, p. 189).
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En un segundo momento, es importante que ese debemos hacer algo al 
respecto que surge cuando se crea un problema público, sea asumido por 
las autoridades gubernamentales, es decir, que se dé la publificación de 
un problema que anteriormente se consideraba privado. De este modo, 
el problema “se convierte en un asunto político a partir del momento 
en que la solución que es considerada atañe al poder público [...] al 
momento que una autoridad pública se apropia del tema y lo inscribe 
en su agenda” (Lascoumes y Le Galès, 2014, p. 80). Por ejemplo, la 
enfermedad del sida no se consideró un problema público hasta que los 
gobiernos tuvieron la capacidad de calificarla, codificarla y traducirla al 
lenguaje político para ser tratada por los aparatos administrativos del 
Estado (Sheppard, 2009, p. 360).

Gráfico 2.1 El paso de un hecho social a un problema público

Hecho 
social

Problema 
público

Problematización Publificación

Fuente: Elaboración propia.

Además de lo anterior, es importante reconocer que “cada problema 
interactúa con otros problemas y es, por lo tanto, parte de un sistema de 
problemas interrelacionados, un sistema de problemas” (Peters, 2018, p. 
37). En el mundo real de la formulación de políticas públicas nos enfrenta-
mos entonces a una situación caótica, esto es, a un conjunto de problemas 
conectados entre sí de manera desordenada y compleja. A partir de este 
punto, el reto consiste en transformar ese conjunto de preocupaciones 
difusas, nebulosas, ambiguas, que parecen inmanejablemente grandes, en 
uno o varios problemas públicos definidos y estructurados que puedan ser 
intervenidos por una o varias autoridades gubernamentales.3

3	 En cualquier caso, es necesario que, en efecto, “exista una definición precisa del problema 
público, sin esto, no se puede hablar estrictamente de una política pública” (Montecinos, 
2007, p. 328).
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Gráfico 2.2 Diferencias entre una situación problemática  
y un problema público estructurado

Problema público

 Problema operativo que es 
susceptible de ser interveni-
do por una política pública. 

Aquí, el problema puede 
ser expresado por medio de 

conceptos, diagramas, gráficas 
o modelos.

Situación problemática

 Sensación de que algo anda 
mal, que se traduce en un 

conjunto genérico de proble-
mas gaseosos y ambiguos que 
parecen ser inmanejables por 

su complejidad.

      
Fuente: Elaboración propia.

Una de las situaciones que se deben evitar en cualquier política es la 
de la ausencia de un problema público definido y estructurado. La razón 
es que, cuando esto sucede, es habitual que se construya algo similar a 
un decálogo de buenas intenciones para justificar acciones aleatorias y 
descoordinadas de las autoridades gubernamentales. En tal situación, no 
es posible hablar estrictamente de una política pública porque, en reali-
dad, no existe un problema público a intervenir. Para la formulación de 
una política se necesita entonces, por un lado, una definición aceptable 
del problema que permita construir acuerdos políticos sobre la interpre-
tación de los hechos en uno o varios problemas públicos por parte de los 
diferentes actores involucrados o stakeholders. Por otro lado, se necesita 
que el problema tenga una definición operativa que permita la acción 
gubernamental de manera estructurada y ordenada. En otras palabras, 
se debe garantizar en el diseño de una política que exista un problema 
que deba ser resuelto y que, de acuerdo con los recursos y capacidades 
disponibles, pueda ser solucionado (Montecinos, 2007).

El caso de las políticas públicas sociales dirigidas a poblaciones específicas (ju-
ventud, niñez, mujeres, lgbti, indígenas, entre otras) es un ejemplo de 
problemas públicos que son difíciles de estructurar. Los y las jóvenes, 
por ejemplo, no enfrentan un solo problema público en sentido estricto, 
sino que, por el contrario, afrontan varios problemas simultáneos rela-
cionados con la salud, la seguridad, la participación política, el empleo 
o la educación. Esto implica que la estructuración del problema se debe 
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realizar dividiendo y subdividiendo el problema en diferentes aspectos 
puntuales que sean susceptibles de intervenir con una política pública.

Para saber si nos encontramos frente a una situación problemática 
difusa y mal diseñada, en lugar de un problema público estructurado, vale 
la pena responder algunas de las siguientes preguntas:

1) ¿Es posible explicar ágil y brevemente el problema público a cual-
quier persona que no sea experta en el tema?

2) ¿Está claro qué es lo que causa insatisfacción y qué es lo que 
debería resolverse?

3) ¿Hay un acuerdo político sobre la interpretación del problema?
4) ¿Es posible agrupar o desagrupar ese problema en diferentes partes 

para hacerlo más manejable?
5) ¿Tiene el gobierno local, departamental o nacional la responsabi-

lidad y la capacidad real de resolver ese problema?
Dado lo anterior, la siguiente rúbrica del madpp presenta el modo en el 

que los analistas y formuladores de políticas pueden definir un problema 
público de manera óptima, considerable, básica o insuficiente.

Rúbrica 2.1 Criterio de la definición del problema público

Criterio Óptimo
(4.0)

Considerable
(3.0 / 3.9)

Básico
(2.0 / 3.0)

Insuficiente
(1.0 / 2.0)

Definición

Define explí-
citamente el 
p rob lema  o 
los problemas 
públicos que 
pretende in-
tervenir.

Es posible inferir 
implícitamente 
el problema o los 
problemas pú-
blicos que pre-
tende intervenir.

Se habla de 
una situación 
problemática 
vaga y general 
que podría in-
tervenirse.

Se formula un 
decálogo de bue-
nas intenciones 
para la ciudad, 
pero no se esta-
blece un proble-
ma público.

Fuente: Modelo aplicado para el análisis y diseño de políticas públicas (madpp).
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El uso de evidencia

Además de definir de forma adecuada un problema público, también 
es necesario contar con información relevante y evidencia cuantitativa 
y cualitativa confiable que permita conocer la naturaleza del problema, 
sus dimensiones, su magnitud, sus causas, su duración, sus dinámicas, sus 
consecuencias y quiénes están siendo afectados. En este orden de ideas, 
el segundo criterio del madpp es el uso de evidencia, pues resulta indis-
pensable documentarse lo más amplia y suficientemente posible sobre 
el problema definido que se pretende intervenir. De hecho, Weimer y 
Vining (2011) aseguran que “muy pocos problemas de política pública son 
realmente únicos. Invariablemente, existe alguna información disponible 
en alguna parte que te puede ayudar con algún aspecto del análisis para 
las políticas públicas que estés realizando” (p. 325). Esta información 
disponible le ayudará a los formuladores de la política a entender mejor 
los matices y contornos del problema público, a delimitarlo, a darle forma 
y a hacerlo más manejable para las autoridades gubernamentales.

Por lo general, en el mundo de la evidencia cuantitativa para las 
políticas públicas se trabaja con indicadores económicos y sociales que 
miden las tendencias de la economía y la sociedad, respectivamente (por 
ejemplo, en el Departamento Administrativo Nacional de Estadística). 
Estos indicadores se utilizan como medidas operacionales del problema 
que “no solo afectan la sensación que tienen las personas sobre [este], 
sino que también nos permiten monitorear cambios sustantivos en los 
diferentes aspectos del problema” (McRae, 1985, p. 41). Comúnmente, 
cada sector administrativo o subsistema de política pública (salud, educa-
ción, medio ambiente, energía, trabajo, entre otros) cuenta con su propio 
conjunto de indicadores a nivel internacional, nacional, departamental y 
local que es necesario tener en cuenta para la definición del problema 
público.4 El valor agregado de identificar un conjunto de indicadores en 
esta fase es que no solo será posible comparar la evolución del problema en 
el tiempo, sino también con otras jurisdicciones político-administrativas 
que enfrenten problemas públicos similares.

4	 Si se cuenta con los datos, aquí es importante mostrar el problema público por medio de 
estadísticas descriptivas y series de tiempo.
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Tabla 2.1 Ejemplos de indicadores económicos y sociales  
en diferentes niveles de gobierno y sectores administrativos

Nivel
Sector Internacional Nacional Departamental Local

Educación
Cobertura total 
en educación 
primaria.

Número de 
años prome-
dio de educa-
ción.

Cobertura neta 
de educación 
inicial.

P u n t a j e 
p r o m e d i o 
en pruebas 
estandariza-
das.

Trabajo

Población eco-
nómica activa 
(PEA) desagre-
gada por sexo.

Distribución 
del  t iempo 
dedicado al 
trabajo no re-
munerado en-
tre hombres y 
mujeres.

S e g r e g a c i ó n 
ocupacional ho-
rizontal entre 
hombres y mu-
jeres.

Brecha sa-
larial de gé-
nero.

Cualquier 
otro sector 
administrativo 
(Salud, 
vivienda, 
seguridad...)

Fuente: Elaboración propia.

Sin embargo, a la hora de definir el problema público no siempre es 
posible contar con el escenario ideal durante un proceso de formulación 
de políticas públicas. En primer lugar, allí donde no exista una cultura 
sobre la importancia de la información y la evidencia, es probable que los 
problemas públicos se sustenten en anécdotas personales, supuestos, 
prejuicios, lugares comunes o conveniencias electorales. En segundo lugar, 
es probable que no siempre existan mediciones sobre todos los problemas 
públicos, pues en algunos casos el hecho de decidir empezar a medir un 
fenómeno es, en sí misma, una decisión de política pública (Stone, 2012).

Debido al costo y a la dificultad de recabar información adicional, el 
mejor escenario es utilizar los indicadores que actualmente cuentan con 
mediciones regulares para tener medidas operacionales del problema. 
Además, la utilización de indicadores ya existentes y regulares permite la 
comparación con otras jurisdicciones y la trazabilidad en el tiempo. Aun 
así, existen casos en los que iniciar las mediciones de manera regular hace 
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parte de las mismas alternativas de solución de la política pública debido 
a la falta de información sobre los problemas que se desean resolver.

También, existen casos en los que es difícil conocer con exactitud los 
datos y es necesario trabajar con cifras y variables aproximadas. Por ejem-
plo, en el marco de economías criminales, el contrabando, el narcotráfico, 
la trata de personas o el lavado de activos son algunos de estos casos. En 
tercer lugar, es probable que los datos e indicadores existentes no capten 
con precisión un problema público. Por ejemplo, la violencia intrafamiliar 
solamente se conoce por las denuncias que reciben las autoridades gu-
bernamentales, pero estas no siempre reflejan todos los casos existentes, 
pues puede existir un subregistro y el aumento de las denuncias no sig-
nificaría necesariamente un aumento de los casos. Por estas razones, los 
formuladores de política pública deberán tomar decisiones justificadas 
sobre los indicadores que se eligen, cómo y por qué se eligen y cuáles 
se dejarán por fuera. En este punto, la información y la evidencia que se 
seleccione y analice para sustentar el problema público determinará la 
calidad de su definición. En ausencia de todo tipo de evidencias, no será 
posible sustentar el problema más allá de algunas anécdotas, supuestos 
o lugares comunes, como se observa en la rúbrica 2.2.

Rúbrica 2.2 Criterio del uso de evidencia para el problema público

Criterio Óptimo
(4.0)

Considerable
(3.0 / 3.9)

Básico
(2.0 / 3.0)

Insuficiente
(1.0 / 2.0)

U s o  d e 
evidencia

El problema se 
sustenta en evi-
dencia empírica y 
fuentes primarias 
enfocadas en la 
política especí-
fica.

El  problema 
se sustenta en 
evidencia em-
pírica de fuen-
tes oficiales y 
secundarias.

El problema 
se  sustenta 
en algún tipo 
de evidencia 
aleatoria y des-
conectada.

El  problema 
se sustenta en 
anécdotas, su-
puestos y luga-
res comunes.

Fuente: Modelo aplicado para el análisis y diseño de políticas públicas (madpp).

La lógica causal en la definición del problema

Una vez se tiene clara la definición del problema público y las principales 
evidencias para sustentarlo, es importante entender las relaciones entre 



50

las causas y el problema como tal, que no es otra cosa que la presencia 
de una teoría causal. Esta teoría consiste en identificar y separar las 
causas de las consecuencias del problema público para poder construir 
alternativas de solución más precisas que ayuden a aumentar la eficacia 
y eficiencia de los formuladores de políticas públicas. Como lo explica 
Aguilar Villanueva (2009):

[...] el foco de atención de la disciplina y profesión de las Políticas 
Públicas es el análisis causal, que se desdobla en eficacia social y efi-
ciencia económica. El análisis implica básicamente dos operaciones: la 
primera consiste en definir con precisión las realidades empíricas 
específicas que integran la situación social deseada, que ha sido 
establecida como objetivo de la acción del gobierno, mientras la 
segunda operación consiste en definir con base en información, 
razonamiento y cálculo las acciones que se consideran idóneas para 
producir las realidades que integran el objetivo (p. 12).

El tercer criterio del madpp señala que para lograr un buen diseño no 
basta con la mera definición de un problema público: es también funda-
mental la comprensión de su lógica causal. Esto implica establecer unas 
relaciones explícitas de causalidad entre x (las causas)  y (los efectos 
del problema público), de tal modo que las intervenciones de política 
pública se diseñen para intervenir las x que logran modificar y.5 Como 
se ve en el ejemplo del gráfico 2.3, el problema público del desempleo 
en las mujeres jóvenes (y) es causado por tres variables distintas (x), las 
cuales serán el objeto de intervención directa de la política pública. Para 
este ejemplo, una política que busque aumentar las tasas de participación 
y de ocupación de las mujeres jóvenes en el mercado laboral deberá (1) 
disminuir la sobrecarga de trabajo doméstico no remunerado, (2) combatir 
los sesgos de género que se presentan en los procesos de selección de 
personal, y (3) aumentar la tasa de formación posgradual de estas mujeres.

5	 “Sin una buena teoría causal, es poco probable que el diseño de una política sea capaz de 
producir los impactos deseados. Más bien, la medición del desempeño se mantendrá cen-
trada en el esfuerzo [indicadores de gestión], porque los implementadores e investigadores 
encontrarán que la conexión entre el esfuerzo y el impacto es muy difícil de establecer” 
(Birkland, 2015, p. 241).
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Gráfico 2.3 Ejemplo de la teoría causal sobre el mayor  
desempleo de las mujeres jóvenes

Causa 2 (X) = Sesgos 
de género en los 

procesos de selección

Causa 3 (X) = Bajas 
tasas de formación 

posgradual

Causa 1 (X) = 
Sobrecarga del 

trabajo doméstico no 
remunerado

Problema 
público (Y) =
Altas tasas de 

desempleo de las 
mujeres jóvenes

Fuente: Elaboración propia.

En cualquier caso, establecer teorías causales para los problemas 
públicos puede llegar a ser una tarea difícil, básicamente porque se trata 
de problemas complejos cuyas causas son, a su vez, otros problemas. Aun 
así, “los responsables de la formulación de políticas deben responder 
seleccionando una interpretación plausible de la fuente del problema y 
seguir adelante para hacer algo al respecto” (Wu et al., 2010, p. 40). Cuáles 
causas escoger, cómo establecer las relaciones generales en la cadena de 
causalidad y qué variables priorizar, estará determinado por la literatura 
sobre el tema, la participación ciudadana, las capacidades y experiencia de 
quien formula la política pública y las relaciones de poder de los actores 
políticos involucrados.

Al asumir determinadas hipótesis sobre el funcionamiento del mun-
do, los hacedores de políticas condicionan el éxito o el fracaso de 
sus decisiones y acciones. Es más probable que cuando la hipótesis 
de intervención sea correcta, la política tenga los impactos deseados 
–o al menos esté cerca de lograrlos–. Pero cuando la hipótesis es 
incorrecta, nunca se lograrán cumplir los objetivos deseados, no 
importa qué tantos recursos y funcionarios estén al servicio de la 
implementación de la política (Agudelo y Olaya, 2019, p. 132).
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En este punto es claro que cuando un problema público está bien 
definido y se sustenta en evidencia empírica relevante para la política pú-
blica, es más factible establecer relaciones causales (x  y) que reflejen la 
realidad del problema de una manera más acertada. Dicho esto, la rúbrica 
2.3 presenta el criterio de causalidad con sus diferentes calificaciones para 
la fase de definición del problema público.

Rúbrica 2.3 Criterio de la causalidad en la definición  
del problema público

Criterio Óptimo
(4.0)

Considerable
(3.0 / 3.9)

Básico
(2.0 / 3.0)

Insuficiente
(1.0 / 2.0)

Causalidad

E s t a b l e c e 
unas relacio-
nes explícitas 
de causalidad 
entre x  y.

Es posible in-
ferir algunas 
relaciones im-
plícitas de cau-
salidad entre
x  y.

E x i s t e n  i n -
dic ios  sobre 
relaciones de 
causalidad sin 
ninguna pro-
fundidad.

El problema no 
establece rela-
ciones de causa-
lidad porque no 
diferencia en-
tre causas (para 
intervenir) y 
efectos (para 
solucionar).

Fuente: Modelo aplicado para el análisis y diseño de políticas públicas (madpp).

La estructuración ordenada del problema

La estructuración es el paso final de la construcción del problema público 
de una política, e implica un proceso intelectual y de razonamiento exigen-
te para dar forma a la definición del problema, a las evidencias utilizadas 
para sustentarlo y a la lógica causal establecida para comprenderlo. En 
este orden de ideas, el cuarto criterio del madpp es la estructuración del 
problema público. Se trata de caracterizarlo ordenada y lógicamente, de 
tal manera que los formuladores de política tengan ideas claras para poder 
diseñar instrumentos de gobierno que impacten las causas del problema. 
Cuando se llega a este punto, el problema público se encuentra en el 
terreno técnico y una estructuración ordenada permite la construcción 
de alternativas de soluciones apropiadas, haciendo que el gobierno sepa 
dónde y cómo intervenir para alcanzar sus objetivos de la manera más 
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eficiente y eficaz posible. En este sentido, la situación problemática deja 
de ser gaseosa y ambigua y pasa a ser expresada de manera puntual me-
diante conceptos, diagramas, gráficas o modelos que permiten diferenciar 
lo esencial de lo secundario y las causas de los efectos.6

El diagrama del gráfico 2.4 resume el modelo gráfico construido para 
la política pública de igualdad de género, una de las mejor calificadas en 
el madpp para esta dimensión dentro de las 65 políticas diseñadas por la 
Alcaldía de Medellín. En la imagen se presenta el problema público de 
la desigualdad de género (en el recuadro central) y las seis diferentes 
dimensiones causales (una en cada ángulo del hexágono). En este modelo 
utilizado para estructurar el problema público se ve cómo las desigualdades 
simbólicas y materiales entre hombres y mujeres (recuadro central) no 
solo se realimentan entre sí, sino que tienen efectos en seis dimensiones 
prioritarias de la vida humana (autonomía económica, salud, educación, 
participación social y política, seguridad, y paz). Por ejemplo, para la 
dimensión de autonomía económica, el modelo señala cómo el estatus y 
los estereotipos de género aumentan la carga del trabajo doméstico y de 
cuidado no remunerado de las mujeres. Esto, a su vez, disminuye la parti-
cipación y ocupación femenina en el mercado laboral que es la que permite 
acceder directamente al sistema de protección social (pensiones, salud o 
riesgos profesionales) y a la acumulación de activos (ahorros, inversiones 
o propiedades). En cualquier caso, más allá de este ejemplo concreto, es 
importante tener en cuenta que los modelos de política pública:

Nunca son descripciones literales de una situación problemática. Al 
igual que los problemas públicos, los modelos de política pública son 
dispositivos artificiales para ordenar e interpretar situaciones proble-
máticas. Estos modelos son útiles e incluso necesarios. Simplifican 
los sistemas de problemas ayudando a reducir y hacer manejables 
las complejidades encontradas por los analistas en su trabajo (Dunn, 
2008, p. 86).

6	 “La estructuración del problema es un sistema central de orientación o mecanismo de 
dirección que afecta el éxito de todas las demás fases de la formulación de políticas. La-
mentablemente, los analistas de políticas parecen fracasar más a menudo porque resuelven 
el problema equivocado que porque obtienen la solución equivocada al problema correcto” 
(Dunn, 2008, p. 72).
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No obstante, se debe tener en cuenta que si bien la estructuración del 
problema (representada en la imagen) es solo una representación de la rea-
lidad, si esta no se hace de la manera adecuada las alternativas adoptadas 
traerán, seguramente, otros problemas de la misma o más alta magnitud, es 
decir, el llamado efecto cobra.7 De allí que el adecuado establecimiento de 
los objetivos y las metas, y la correcta selección de alternativas dependerán, 
en gran medida, de qué tan bien estén estructurados los problemas y de 
la identificación de sus causas. Se debe recordar que lo más importante 
en este punto es evitar resolver el problema equivocado, para que los 
implementadores de política pública no concentren todo su esfuerzo en 
acciones que poco o nada ayudan a mejorar la situación. Cuando falla la 
estructuración, los problemas “no cuentan con límites claros: no se sabe 
dónde empieza un problema y dónde termina otro; los problemas se tras-
lapan, se intersecan y tropiezan unos con otros” (Parsons, 2007, p. 121).

Una de las formas más aceptadas por los estudiosos de las políticas 
públicas para estructurar problemas públicos es alrededor de los fallos de 
mercado, Estado, redes y familia. En los fallos de mercado se encuentran, 
por ejemplo, las externalidades negativas, los bienes públicos, la compe-
tencia imperfecta o la información asimétrica (MacRae, 1985; Mintrom, 
2012; Weimer & Vining, 2011). De hecho, es bien sabido que existe más 
literatura académica sobre los fallos de mercado que sobre los demás 
tipos de fallos. Aun así, también es posible identificar fallos de Estado, 
como la captura del regulador o el pork barrel; fallos de las redes, como la 
dispersión de las responsabilidades o problemas de accountability, y fallos 
de la familia, como el familiarismo excesivo de algunas políticas públicas 
sociales.8 Sin embargo, no es una tarea sencilla identificar estos fallos en 

7	 “Cualquier acción para resolver un problema que acabe empeorando el problema se dice 
que ilustra el efecto cobra. La frase tiene sus raíces en la India colonial; se acuñó después 
de que el Gobierno británico pusiera una recompensa por las cobras muertas para librar a 
la capital de su creciente problema de serpientes. En respuesta, los ciudadanos de Delhi 
empezaron a criar cobras para ganar la recompensa y las liberaron después de que el gobierno 
desechara la oferta. Esto hizo que la ciudad tuviera más cobras de las que había antes de 
la recompensa” (Warczak, 2021, pp. 112-113).

8	 En el campo de las políticas públicas sociales, el familiarismo hace referencia a los regí-
menes de bienestar que asignan un máximo de responsabilidades de cuidado y bienestar 
sobre la unidad familiar (Esping-Andersen, 2001). Lo anterior sobrecarga a las mujeres, a 
las que históricamente se les ha impuesto esta responsabilidad al interior de las familias, 
y descarga a los Estados y a los mercados de proveer servicios de cuidado y bienestar (por 
ejemplo, el cuidado de los adultos mayores o de las personas enfermas).
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el mundo real, y mucho menos la manera en la que interactúan unos con 
otros. Al respecto, Weimer y Vining (2011) afirman que

Los fallos del mercado y del Estado no suelen producirse de forma 
aislada. Cuando ambos están presentes en algún grado, rara vez 
interactúan de manera simple y obvia. En contextos políticos con-
cretos, podemos observar un fallo del mercado sin que el Estado 
responda; o no observamos ningún fallo del mercado, pero sí una 
amplia intervención estatal. Muy a menudo, observamos los fallos 
del mercado y del Estado al mismo tiempo (p. 191).

En definitiva, esto implica que la estructuración del problema público 
es una de las fases más desafiantes para los analistas y formuladores de las 
políticas públicas, pero, al mismo tiempo, es una fase que determinará el 
éxito o fracaso de la política. La rúbrica 2.4 señala el modo en el que los 
formuladores de políticas pueden estructurar el problema público de tal 
manera que utilicen adecuadamente los conceptos de fallos de mercado, 
Estado, redes y familia, o si, por el contrario, no existe ningún tipo de 
estructuración que permita diseñar alternativas de solución para afrontar 
el problema.

Rúbrica 2.4 Criterio de la estructuración del problema público

Criterio Óptimo
(4.0)

Considerable
(3.0 / 3.9)

Básico
(2.0 / 3.0)

Insuficiente
(1.0 / 2.0)

Estructuración

El problema 
está estruc-
t u r a d o  e n 
términos de 
fallos de Es-
tado, merca-
do, redes o 
familia.

Es posible in-
ferir alguno de 
los fallos de 
Estado, mer-
cado, redes o 
familia en la 
estructuración 
del problema.

El  problema 
se estructura 
en términos de 
una diferencia 
entre la situa-
ción indeseable 
(ser) y la situa-
ción deseable 
(deber ser).

El problema no 
está estructu-
rado de ningu-
na manera, lo 
que dificulta 
la construcción 
de alternativas 
de solución.

Fuente: Modelo aplicado para el análisis y diseño de políticas públicas (madpp).



57

Diagnóstico de la definición y estructuración del 
problema público en las políticas públicas de Medellín

A continuación se presentan los resultados de la aplicación del madpp en 
las políticas públicas formuladas en la ciudad de Medellín durante los 
años 2002-2018. En la fase de problema público, las 65 políticas públicas 
revisadas presentan un promedio total de 2.2 y una desviación estándar de 
los datos de 0.86. Lo anterior significa que, en general, y de acuerdo con 
la rúbrica del madpp, las 65 políticas públicas para esta fase en términos de 
diseño se ubican en un nivel básico. De estas, 34 políticas públicas están 
por debajo del promedio y 31 se ubican por encima. Además, la califica-
ción superior (3.75) corresponde a cuatro de ellas: la política de seguridad 
(Acuerdo 21 de 2015), de inquilinatos (Acuerdo 49 de 2016), de equidad 
de género (Acuerdo 102 de 2018) y juventud (Acuerdo 19 de 2014). Así 
mismo, en el nivel considerable se encuentran 13 políticas más, entre ellas 
salud bucal, organizaciones sociales y primera infancia, conocida como 
Buen Comienzo (los Acuerdos 25, 52 y 54 de 2015, respectivamente). En 
el gráfico 2.5 se observa que las demás políticas públicas se ubican entre el 
nivel básico (32,3%) e insuficiente (41,5%); de estas últimas, 9 obtuvieron 
la calificación más baja (1.0), entre las cuales se encuentran la política 
de educación obligatoria, semilleros infantiles y desarrollo empresarial 
(Acuerdos 39 de 2003, 77 de 2013 y 55 de 2011, respectivamente).

Las políticas que en esta fase se encuentran en el nivel considerable 
se caracterizan por tener uno o varios problemas públicos definidos de 
manera explícita, utilizan evidencia empírica en tal definición y establecen 
teorías causales sobre las cuales se construye la política pública. A pesar de 
que el problema público definido en estas políticas del nivel considerable 
no está estructurado bajo una lógica formal de fallos de mercado y Estado, 
es posible inferir algunos de estos.

Respecto a los cuatro criterios considerados en la fase del problema 
público, y a partir de la aplicación del madpp, se pueden observar en el 
gráfico 2.6 los promedios de la calificación para la definición (2.74), en 
el uso de evidencia (2.06), en la causalidad (1.9) y en la estructuración 
(2.06). Esto implica que, si bien la fase del problema público entendida 
como un todo ocupa el nivel básico, existen algunas diferencias y matices 
que vale la pena revisar en cada uno de los criterios.
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Gráfico 2.5 Promedio de la fase de problema público

Fuente: Elaboración propia.
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Gráfico 2.6 Promedio de la fase del problema público por criterios

0
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Definición

Uso de evidencia

Causalidad

Estructuración

Fuente: Elaboración propia.

Teniendo en cuenta esas diferencias particulares, se observa que el 
criterio con la calificación más alta en el nivel básico fue el de la definición. 
Por ejemplo, el Acuerdo 45 de 2012 (educación ambiental) establece, 
como se describe en el nivel básico, “una situación problemática vaga 
y general que podría intervenirse”, ya que no queda muy claro cuál es 
exactamente el problema público ni por qué se creó una política nueva 
para un asunto que es tratado en otros acuerdos municipales. La evidencia 
puede leerse en la siguiente cita:

En este marco, la educación para una cultura ambiental orienta-
da, entre otros aspectos, hacia el manejo racional de los recursos 
naturales, compromete a toda la sociedad y requiere tanto de una 
educación ambiental como de la capacidad de emplear adecuada-
mente el conocimiento científico disponible y generar el necesario 
desde el sistema educativo local en todos sus niveles y modalidades 
(Proyecto de Acuerdo 002 de 2012, p. 13).

En relación con el criterio de uso de evidencia, un 49,2% de las polí-
ticas evaluadas carecen de información y evidencia empírica recolectada 
específicamente para cada caso. Por el contrario, la mayoría de las políticas 
“se sustentan en anécdotas, supuestos o lugares comunes”, y un 12,3% 
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apenas se ubica en el nivel óptimo. No obstante, el segundo porcentaje 
más alto pertenece al nivel considerable, es decir, si bien la mayoría de las 
políticas carecen de evidencia empírica, solo una tercera parte (30,7%) se 
basa en fuentes oficiales y secundarias, lo que permite sustentar algunos 
de los problemas de manera satisfactoria.

Un ejemplo de la calificación insuficiente para el criterio de uso 
de evidencia se puede ver en lo establecido en la política de economía 
social y solidaria (Acuerdo 41 de 2011, modificado por el Acuerdo 24 de 
2017), donde se afirma: “En Medellín los datos confirman que es una de 
las sociedades más desiguales y excluyentes. Para contribuir a disminuir 
esa exclusión de gran parte de la población, se requieren propuestas que 
faciliten la inclusión social, económica, política y cultural” (Proyecto de 
Acuerdo 356 de 2011, p. 18). Si bien esta referencia menciona unos datos, 
no establece cuáles son, ni de dónde provienen y, por lo tanto, solo puede 
ser entendida como un supuesto y una generalización sin sustento alguno 
que se pueda corroborar.

La formulación efectiva de políticas públicas implica realizar un análisis 
profundo sobre el problema público y sobre las relaciones y mecanismos 
causales que intervienen en este. Para lograrlo, se requiere producir, 
sistematizar y analizar una cantidad importante de información cuan-
titativa y cualitativa que sirva como evidencia para la toma informada 
de decisiones públicas. Lastimosamente, en la ciudad de Medellín 
no siempre se cuenta con los recursos financieros, administrativos, de 
tiempo o de personal para llevar a cabo este tipo de análisis al momento 
de formular una política pública. Por lo tanto, casi la mitad de estas 
políticas (49,2%) se sustentan en datos genéricos o en los supuestos y 
las impresiones de quienes las formulan, lo que disminuye su calidad 
y su impacto sobre el problema público que pretenden intervenir. 
La consecuencia más importante de esto es que, por más esfuerzos 
y recursos que se inviertan en la política pública, será prácticamente 
imposible solventar la situación problemática.

Con respecto al criterio de causalidad, se encontró que 46,2% de las 
políticas no establecen relaciones de causalidad para el problema público 
y solo 8 de ellas lo hacen de manera óptima, por ejemplo, la política de 
salud bucal (Acuerdo 25 de 2015). Esta política tiene claramente defi-
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nida su causalidad porque en el documento sobre sus lineamientos se 
estructuran y presentan diferentes árboles de problemas que surgen en 
el marco de la deliberación colectiva con múltiples actores.9 Uno de los 
ejemplos de relación causal claramente definida es el de la “construcción 
sociocultural de la salud bucal”, la cual señala diferentes causas y efectos 
del problema público, es decir, relaciones entre x  y. Una de esas causas 
es “el contenido de las pautas publicitarias de las marcas comerciales de 
implementos bucales [que] refuerza las concepciones y prácticas de salud 
bucal centradas en la cosmética” y su respectiva consecuencia es que “el 
individuo, las comunidades y la profesión asumen la salud bucal aislada 
de la salud integral” (Secretaría de Salud de Medellín y Universidad de 
Antioquia, 2015, p. 77).

Finalmente, en el criterio de estructuración cabe resaltar que no fue 
posible encontrar ningún diseño de política estructurado en términos 
de fallos de Estado, mercado, redes o familia. Un 53,8% de las políticas 
se ubica en el nivel básico, es decir, en su mayoría, la estructuración del 
problema se hace “en términos de una diferencia entre la situación inde-
seable (ser) y la situación deseable (deber ser)”. Por ejemplo, la política 
de voluntariado (Acuerdo 53 de 2011) establece que

La otra óptica es mirar la política pública de voluntariado realmente 
qué pretende, es decir que en Medellín hay una altísima poten-
cialidad de voluntarios pero que no son voluntarios porque no ha 
habido una política articulada de voluntariado no porque no ha 
habido un programa de voluntariado, programas de voluntariados 
hay muchos, pero la articulación de voluntariados nos permitirá 
aún más recomponer el tejido social, crecer la red de voluntarios y 
eso sería importante para crecer la ciudad (Concejo de Medellín, 
Acta de estudio 02, 2011, pp. 3-4).

Como se evidencia en la cita anterior, la política de voluntariado no 
hace referencia a un problema estructurado, simplemente se detecta una 
situación que no es deseada respecto a un grupo poblacional (volunta-
rios) y que pretende intervenirse desde la óptica del deber ser. Esta es la 
realidad de la mayoría de las políticas de la ciudad.

9	 Los árboles de problemas de la política de salud bucal pueden consultarse en el capítulo 
6 del Acuerdo N.o 25 de 2015 (pp. 43-50): https://bit.ly/3KPVXS2.
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Dado que pocas políticas logran la estructuración de los problemas 
públicos en términos de fallos de mercado, Estado, redes o familia, 
la gran mayoría de las políticas públicas de la ciudad estructuran sus 
problemas como una brecha entre el ser y el deber ser. Si bien esto 
refleja una intención real de intervenir un problema, aún queda mucho 
camino por recorrer en términos de análisis para las políticas públicas. 
Quizás el reto más grande es que conceptos ampliamente utilizados 
en la literatura internacional, como los fallos del mercado relacionados 
con la información asimétrica y las externalidades negativas, o los fallos 
del Estado relacionados con el pork barrel y la captura del regulador, 
aún son escasos en la formulación de políticas públicas en Medellín.

Al analizar algunas políticas en detalle, es posible identificar que una 
de las mejor calificadas en el criterio de definición del problema público 
es la política de seguridad, la cual lo define de manera explícita:

El problema central de la política pública de seguridad y convivencia 
tiene que ver con aprovechar el gran terreno ganado en tres décadas 
para enfrentar una crisis estructural manifiesta que se percibe aún 
como latente en la ciudad: la necesidad de resolver el problema no 
resuelto del orden social en las 16 comunas y los 5 corregimientos 
(Acuerdo 21 de 2015, p. 60).

Es importante resaltar que, respecto a la utilización de evidencia 
empírica, todas las políticas analizadas en el nivel considerable contaron 
con el acompañamiento de alguna universidad de la ciudad y tienen una o 
varias publicaciones académicas asociadas a estas. Por ejemplo, en el caso 
de la exposición de motivos del Acuerdo 49 de 2016 (política de inquili-
natos), se señala la existencia de un estudio de “formulación participativa 
y concertada de la política pública para los inquilinatos en Medellín”:

Estudio entregado en diciembre de 2014 al Instituto Social de 
Vivienda y Hábitat de Medellín, isvimed, por la Escuela del Há-
bitat de la Universidad Nacional de Colombia Sede Medellín, en 
alianza con las Corporaciones Talentos y Primavera, y coordinado 
por la socióloga y planificadora urbano-regional Françoise Coupé, 
con la participación de un equipo interdisciplinario (Proyecto de 
Acuerdo 049 de 2015, p. 7).
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Con relación a las teorías causales, la política de equidad de género 
(Acuerdo 102 de 2018) señala lo siguiente en una de sus publicaciones 
académicas asociadas:

Las políticas de igualdad de género para las mujeres involucran 
múltiples y complejas relaciones de causalidad que son transversa-
les a todas las dimensiones de la vida humana [...] Para el caso de 
Medellín, las dimensiones priorizadas son: autonomía económica, 
salud, educación, seguridad y vida libre de violencias, participación 
social y política, y paz (Agudelo y Olaya, 2019, p. 135).

Por último, en cuanto al criterio de estructuración, si bien en la 
política de juventud (Acuerdo 19 de 2014) no se identifican explícita y 
detalladamente los fallos de Estado, mercado, redes o familia, es posible 
inferir algunos de ellos, como es el caso de la seguridad y el fallo del 
Estado, ya que

[...] los jóvenes no parecen identificar a la Policía como una fuerza 
positiva asociada a la seguridad. En este sentido, sus ideas giran 
más alrededor de las alternativas más comunitarias de gestión de la 
seguridad. En efecto, existen preocupantes niveles de desconfianza 
institucional hacia las agencias encargadas del orden público y la 
seguridad en la ciudad (CAP y Alcaldía de Medellín, 2014, p. 26).

En Medellín se evidencia que la participación de diferentes actores 
de la sociedad civil, del sector privado y, sobre todo, de la academia, 
tiene un efecto positivo en la definición del problema y en el uso de 
evidencia. Seguramente, esto se debe a que en el proceso de delibera-
ción colectiva cada actor se ve en la obligación de definir muy bien su 
interpretación del problema. En este sentido, se amplía la producción 
y el uso estratégico de la evidencia en los diferentes escenarios de 
deliberación.

Por el contrario, la política de educación obligatoria (Acuerdo 39 de 
2003) no estructura su problema público, solo establece unos postulados 
muy vagos y generales que no llegan a constituirse como problema, y 
simplemente se reducen a la necesidad de acceder al servicio educativo 
por parte de los niños, las niñas y los adolescentes entre 5 y 15 años, y a 
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la importancia de hacer de ellos “buenos ciudadanos”.10 Lo anterior difi-
culta en gran medida la elaboración y el desarrollo de los otros criterios 
correspondientes a esta fase, ya que, frente a tal vaguedad e imprecisión, 
es imposible presentar evidencia empírica y establecer relaciones de cau-
salidad para estructurar un problema público de manera exitosa.

Conclusiones

Este capítulo sostiene que la fase de definición y estructuración del pro-
blema público es una de las más importantes en el diseño de políticas 
públicas; esto se debe a que se relaciona de manera directa con las fases 
de los objetivos y las metas, las alternativas de solución, la implementa-
ción y la evaluación. Es a partir de esta primera fase donde se estructura 
de manera clara y coherente el problema que debe ser intervenido por 
el gobierno. Por tanto, lejos de ser una tarea sencilla, la definición del 
problema público requiere un proceso de investigación y comprensión de 
la complejidad que implica la acción (o inacción deliberada) del gobierno 
sobre las situaciones que pretende intervenir.

Además de la definición clara y explícita del problema público, otro 
elemento clave es la calidad de la información y la evidencia que se utilice 
para justificarlo. Este uso de evidencia empírica en la construcción del 
problema público garantizará que los diseñadores de la política puedan 
comprender mejor cada una de las dimensiones o aristas del problema 
que enfrentan. En otras palabras, el uso de evidencia permite delimitar 
con precisión el problema y, por tanto, tomar decisiones más eficaces.

Ahora bien, la definición adecuada del problema público también 
requiere el planteamiento de una teoría causal que permita identificar 
y priorizar las relaciones de causa (x) y efecto (y) más importantes que 
originan y perpetúan un problema público. De hecho, por más recursos 
y energía que inviertan los diseñadores de las políticas públicas, si no 
existe un adecuado establecimiento de la lógica causal del problema difí-
cilmente se lograrán los impactos deseados. En esa misma dirección, este 
capítulo también señala que es preciso prestar atención al componente 

10	 Este es un concepto vago y poco aprehensible; por tal razón puede ser usado en todo mo-
mento como un recurso retórico que produce una aceptación generalizada, pero no tiene 
un significado ni un sentido claro y compartido.
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de estructuración del problema, pues es el que ayuda a tener una visión 
consolidada y ordenada de la realidad que se busca cambiar, para evitar 
así el conocido efecto cobra ya mencionado.

En definitiva, la definición y estructuración de los problemas públicos 
requiere del mayor esfuerzo por parte de los diseñadores de políticas para 
darle orden y sentido a la situación problemática que afrontan, porque 
de esta fase dependerá, para bien o para mal, la trayectoria futura de la 
política pública.

Para el caso de la ciudad de Medellín, de acuerdo con los resultados 
arrojados por el madpp, el promedio total para las 65 políticas públicas 
analizadas en la fase de problema público se ubica en el nivel básico. Esto 
quiere decir que existen algunos aspectos por mejorar en la ciudad en 
relación con esta fase. En concreto, para el criterio de definición, es im-
portante que los formuladores de políticas hagan más explícito el problema 
y que puedan responder clara y directamente a la pregunta de ¿cuál es 
problema público de la política pública? La idea es que ninguna política 
se quede en un decálogo de buenas intenciones, en buenos deseos, pero 
donde nunca queda claro cuál es el problema.

En los criterios de uso de evidencia y de causalidad, por su parte, debe 
existir un compromiso unánime de los formuladores de las políticas para 
aumentar la calidad del debate público en la ciudad. Ambos criterios tu-
vieron calificaciones promedio entre básicas e insuficientes, lo que quiere  
decir que el uso de evidencia empírica es poco recurrente y que el aná-
lisis de las relaciones y los mecanismos causales que intervienen en un 
problema público se encuentran poco desarrollados en la ciudad al mo-
mento de formular una política pública. Por último, frente al criterio de 
estructuración, vale la pena comenzar a incorporar la lógica de los fallos  
de mercado, Estado, redes y familia en la definición del problema público 
de las políticas públicas formuladas en la ciudad.
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